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TEMA: Para el decreto de las medidas de embargo y secuestro sobre 

bienes de los demandados, en los procesos de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual, solo se exige la emisión de sentencia de 

primera instancia favorable a la parte actora, sin que ésta deba estar en 

firme, ni deban examinarse condiciones o requisitos específicos respecto 

del propietario del bien sobre el cual recaigan las mismas, distinta a que 

efectivamente haya sido condenado en dicha providencia. CONFIRMA. 

 

 

Procedente del JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, arribó a esta Corporación el proceso de la referencia, con 

miras a proveer la apelación formulada por la codemandada 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., en contra de la decisión 

adoptada en auto del dos de mayo de 2022, el cual procede a resolverse 

en los siguientes términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Promovieron los señores IVÁN DE JESÚS VÉLEZ, GLORIA   

PATRICIA RENGIFO TORO, SIRLEY MANLLELY VÉLEZ   

RENGIFO Y JOHANA MILENA VÉLEZ RENGIFO, demanda 

VERBAL en contra del señor DELIO DE JESÚS RESTREPO 

RENDÓN, la COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES DE 

CARGA DE VOLQUETEROS “COOVOLQUETEROS” y de la 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., correspondiéndole su 

conocimiento al JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN (02Demanda, anexos). 

 

Una vez agotadas las etapas procesales correspondientes, el a quo dictó 

sentencia escrita el 23 de febrero de 2022, en la que declaró civil y 

solidariamente responsables a los demandados DELIO DE JESÚS 

RESTREPO RENDÓN, la COOPERATIVA DE 

TRANSPORTADORES DE CARGA DE VOLQUETEROS 

“COOVOLQUETEROS” del accidente ocurrido el seis de octubre de 

2019, condenándolos, en consecuencia, al pago de los perjuicios 

ocasionados a los demandantes con el mismo; y en razón de los 

llamamientos en garantía, dispuso que MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

reembolsaría  las  sumas  pagadas  por  los  condenados,  una  vez  éstos 

cubrieran la prestación a los activos, con un límite de $300.000.000 y con 

un deducible del 20%; y que, en el evento de que aquéllos no realizaran 

el pago dentro del término de ejecutoria de la citada sentencia, debía 
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hacerlo dicha Aseguradora en forma directa a los demandantes en un 

plazo no superior a los diez (10) días siguientes al vencimiento de dicho 

término (47SentenciaCondenaDemandados). 

 

En contra de dicho fallo la parte demandante y los demandados 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. y DELIO DE JESÚS 

RESTREPO RENDÓN, formularon recurso de apelación, el cual fue 

concedido por auto del dos de marzo de 2022, por lo que se remitió el 

expediente a esta Corporación para ser definido 

(53AutoConcedeRecursoApelación). 

 

Con fundamento en lo anterior, la parte demandante solicitó el decreto de 

algunas medidas sobre los bienes de los demandados, decretándose por 

auto del dos de mayo de 2022, entre otras, el embargo de las cuentas 

bancarias en las que figurara como titular sociedad MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A., en el BANCO DE BOGOTÁ, BANCOLOMBIA y 

BANCO DE OCCIDENTE, la cual limitó a la suma de $130.000.000 

(67AutoDecretaEmbargo).  

 

El cuatro de mayo del mismo año, la citada aseguradora formuló recurso 

de reposición y, en subsidio el de apelación, en contra de la anterior 

decisión, con el fin de que fuera reconsiderada y se abstuviera el juzgado 

de decretar el embargo de las cuentas bancarias de dicha entidad, 

cimentada en las siguientes razones (72RecursoReposiciónCompañia): 

 

1. Que la medida de embargo decretada no era procedente por no 

encontrarse definido el asunto objeto de controversia, por cuanto la 
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apelación formulada en contra de la sentencia se había concedido 

en el efecto suspensivo. 

 

2. Que de acuerdo con lo contemplado en el artículo 590 del Código 

General del Proceso, el operador jurídico debe apreciar la 

existencia de amenaza o el riesgo de incumplimiento de la 

sentencia para resolver sobre la procedencia del decreto de las 

medidas cautelares, lo que no hizo, pues tales supuestos no se 

configuran en este caso, dado los años de trayectoria de la sociedad 

y la solvencia que tenía, la cual era suficiente para cubrir las 

eventuales obligaciones que se le pusieran. 

 

En consecuencia, solicitó se revocara la decisión de decretar el embargo 

de las cuentas bancarias antes aludidas y, en su lugar, se denegara dicha 

petición; subsidiariamente, esto es, de mantenerse el decreto de dicha 

medida, solicitó la fijación de una caución para impedir el embargo, con 

fundamento en lo establecido en el artículo 590 del Código General del 

proceso y se abstuviera de elaborar los oficios, debido a que tal decisión 

no se encontraba en firme, y que estaban prestos a prestar la caución por 

el monto que le fuera señalado. 

 

Mediante auto del 17 de mayo de 2022, se resolvió la reposición de 

manera desfavorable y, en consecuencia, se concedió la alzada, 

argumentando el a quo, respecto del primer argumento, esto es, la no 

firmeza de la sentencia, que al tenor de lo establecido en el artículo 590 

numeral 1°, inciso segundo del literal b) del Código General del Proceso, 

era viable el decreto de las medidas sobre los bienes de los demandados, 
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una vez dictara sentencia de primera instancia favorable a la parte 

demandante, pues con ello ya existía un derecho reconocido 

(78ResuelveReposiciónLevantaMedidasFijaCaución). 

 

En cuanto al segundo argumento, es decir, la apreciación por parte del 

juez sobre la existencia de amenaza o riesgo de incumplimiento de la 

sentencia, señaló que tal examen no era necesario para la determinación 

de la procedencia del decreto de las medidas, pues conforme a la norma 

antes citada, era suficiente emisión de fallo de primer grado favorable a 

la parte actora y, por ende, resultaba inocuo determinar la capacidad o 

solvencia económica de la compañía aseguradora. 

 

Frente a la petición de que no se libraran los oficios de embargo sin estar 

ejecutoriado el auto que decretó las medidas cautelares, precisó que a la 

petición medidas debe impartírsele trámite en forma inmediata y la 

consumación opera de igual manera, razón por la cual, la expedición de 

dichos oficios no requería de la ejecutoria del auto que las decretó, dada 

la urgencia de la efectividad de las mismas.  

 

Debido a lo anterior, accedió a la pretensión subsidiaria, procediendo a 

fijar caución para levantar las medidas decretadas y remitió el expediente 

digital a esta Corporación para que fuera definida la alzada promovida de 

manera subsidiaria (83ConstanciaRemiteApelaciónAutoTribunal). 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 
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Son las actuaciones que se adelantan al interior de un proceso, con la 

finalidad de garantizar los resultados de este, evitando consecuencias 

adversas que pueden ocasionarse con el transcurso del tiempo 

(evacuación de las etapas previas a la sentencia) o por eventuales actos 

fraudulentos. 

 

En palabras del tratadista italiano PIERO CALAMANDREI, tiene como 

finalidad1: 

 

“…evitar que el daño producido por la inobservancia del derecho 

resulte agravado por este inevitable retardo del remedio 

jurisdiccional (periculum in mora), está preordenada precisamente 

la actividad cautelar; la cual, mientras se esperan las providencias 

definitivas destinadas a hacer observar el derecho, provee a 

anticipar provisoriamente sus previsibles efectos.” 

 

Por su parte, el maestro HERNANDO MORALES MOLINA, explica 

este mecanismo procesal, en los siguientes términos: 

 

“…la medida cautelar o de aseguramiento como una forma de 

represión de la tutela jurídica, que en relación unas veces con el 

proceso declarativo y otras con el de ejecución y aún con procesos 

voluntarios, se dirige a asegurar sus consecuencias mediante el 

mantenimiento del estado de hecho o de derecho (secuestro 

preventivo, en sucesiones), o a anticipar las consecuencias de 

determinada resolución judicial para no hacerla baldía, evitando 

 
1 En “Instituciones de derecho procesal civil”, volumen I. Ediciones Jurídicas Europa-América 

(Buenos Aires Argentina). Pág. 157. Citado por ALFONSO RIVERA MARTÍNEZ en su obra 

“DERECHO PROCESAL CIVIL”, Parte General y pruebas. Décimo Séptima Edición.  Editorial 

LEYER EDITORES. Bogotá, 2015. Pág. 833. 
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así el daño de la demora periculum mora, para lo cual se crea un 

nuevo estado que facilite tal resultado y es lo que se denomina 

proceso o medida cautelar innovativos (alimentos e interdicción 

provisiona).  También previene el perjuicio por el anticipo de la 

cautela misma (contracautela), como ocurre con las cauciones, lo 

cual configura el proceso o medida cautelar conservativos.” 

 

Sin embargo, de cara a las consecuencias que las privaciones y 

restricciones que dichas medidas pueden generar, su procedencia ha sido 

regulada por el legislador, estableciendo algunos requisitos y 

determinando las cautelas que proceden y en qué asuntos, en los artículos 

588 y s.s. del Código General del Proceso, que pueden ser típicas o 

nominadas, que son las expresamente enunciadas en dicha normatividad, 

o atípicas o innominadas, que a pesar de no estar consideradas de manera 

expresa pueden ser decretadas petición de parte, siempre y cuando se 

cumplan los supuestos que se señalan para tal efecto. 

 

Es así que, en el precepto 590 ibídem, se enuncian las cautelas que 

proceden en los procesos declarativos, las que difieren de acuerdo al 

asunto objeto de controversia y al momento procesal en el cual se han de 

practicar; pero además, es faculta al actor para solicitar otras diferentes a 

la expresamente enlistadas, cuya viabilidad debe ser establecida por el 

juez cognoscente, previo examen de su razonabilidad, legitimación e 

interés, apariencia de buen derecho, necesidad, efectividad y 

proporcionalidad de la medida. 

 

Tenemos entonces que, se estableció por el legislador, la procedencia de 

la inscripción de la demanda, desde el inicio de la acción, respecto de los 
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bienes sujetos a registro; para las demandas que versen sobre dominio u 

otro derecho real principal (literal a) y en las que se persiga el pago de 

perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual (literal b); y en este último caso, una vez proferida la 

sentencia favorable, el embargo y secuestro de los bienes afectados con 

dicha medida y cualquier otro que se denuncie como propiedad del 

demandado, “en cantidad suficiente para el cumplimiento” de la 

condena impuesta en dicha providencia. 

 

Ahora, contempló el legislador la posibilidad de que el demandado 

pudiese impedir la práctica de la medida de inscripción de la demanda o 

solicitar su levantamiento, cuando las medidas cautelares estuviesen 

relacionadas con pretensiones pecuniarias, y “si presta caución por el 

valor de las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios 

por la imposibilidad de cumplirla”, o en su defecto, también lo faculta 

para “solicitar que se sustituya por otras cautelas que ofrezcan suficiente 

seguridad”. 

 

 

3.0.   C A S O   C O N C R E T O. 

 

 

Estima el recurrente que, en este caso, no era procedente el decreto del 

embargo de las cuentas bancarias de su propiedad, por dos razones: 
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1. La sentencia condenatoria dictada en primer grado, no se 

encontraba en firma, toda vez que fue objeto de apelación y ésta 

fue concedida en el efecto SUSPENSIVO. 

 

2. No se daban los supuestos a los que alude el artículo 590 del 

Código General del Proceso, para la procedencia del decreto, esto 

es, la existencia de amenaza o el riesgo de incumplimiento de la 

sentencia, ante la trayectoria de la aseguradora y su solvencia 

económica. 

 

En cuanto al primer argumento, debe indicar esta Corporación que, uno 

de los principales cambios que se introdujo en la reforma al proceso civil, 

en cuanto a las medidas cautelares en los procesos declarativos, fue la 

posibilidad de solicitar medidas cautelares aun cuando la sentencia de 

primera instancia no se encontrara en firme.  

 

De hecho, tales medidas, que habían desaparecido en el Código de 

Procedimiento Civil ya derogado, solo permitían, aun con algunas 

excepciones, la práctica de medidas cautelares en los procesos 

declarativos bajo la premisa que la decisión se encontrara en firme, lo 

que varió por supuesto con la expedición del nuevo ordenamiento 

procesal de 2012, pues la citada preceptiva, solo alude a la emisión de 

“sentencia de primera instancia favorable”, sin referirse a su firmeza. 

 

Ahora, sobre el tópico en proceso de responsabilidad civil 

extracontractual como el que nos ocupa, se tiene que, con el nuevo 

estatuto procesal no es necesario que la sentencia se encuentre 

ejecutoriada para procederse con medidas similares a las que acontecen 
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en los procesos de ejecución. El profesor Álvarez Gómez2 explica al 

respecto: 

 

“…2.2.2.2.4. El embargo y secuestro de bienes de propiedad del 

demandado. Estas medidas proceden en juicios de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual, siempre que el demandante obtenga 

sentencia favorable, así hubiere sido apelada. Si no lo fue, con mayor 

razón caben esas cautelas, en el marco de la ejecución del fallo. Así lo 

manda el inciso 2º del literal b) del artículo 590 del Código General del 

Proceso, en el que se establece que “Si la sentencia de primera instancia 

es favorable al demandante, a petición de éste el juez ordenará el 

embargo y secuestro de los bienes afectados con la inscripción de la 

demanda, y de los que se denuncien como de propiedad del demandado, 

en cantidad suficiente para el cumplimiento de aquella”. Obsérvese que 

el embargo y secuestro no sólo puede recaer sobre los bienes que fueron 

objeto de inscripción de la demanda durante el trámite del proceso, sino 

que el legislador también las autorizó respecto de cualquier otro bien de 

propiedad del demandado. Luego no es requisito de estas medidas 

cautelares que previamente hayan sido objeto de registro de demanda. Y 

así es como deben ser las cosas puesto que la sentencia condenatoria, 

aunque no esté firme, refuerza la apariencia de buen derecho, lo que 

habilita profundizar el ejercicio del derecho de persecución. Desde luego 

que la ley no podía circunscribir tales medidas a un bien o bienes 

específicos, dada la naturaleza de las pretensiones, que atendidas 

positivamente en la sentencia obligan al demandado a satisfacer con su 

patrimonio –que es prenda común y general que de los acreedores- el 

derecho personal reconocido al demandante. Hay aquí, entonces, una 

diferencia con la regulación del literal a) del artículo 590, concerniente a 

discusiones sobre derechos reales principales, casos en los cuales, como 

 
2 ALVAREZ GOMEZ, Marco Antonio, Las Medidas Cautelares en el Código General del Proceso. Escuela 

Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Bogotá pág. 82 y ss. 
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quedó visto, el secuestro sólo puede recaer sobre el bien objeto del 

proceso…” 

  

Por tanto, existiendo en este caso, sentencia de primera instancia, 

favorable a la actora, la solicitud y decreto de las medidas de embargo y 

secuestro de los bienes sobre los que ya se había registrado la inscripción 

de la demanda, como de aquéllos que fueran denunciados como 

propiedad de los demandados era viable al tenor de la preceptiva antes 

referenciada. 

 

Ahora, en cuanto al segundo argumento, debe precisarse que la norma no 

establece ningún requisito adicional a la existencia de sentencia de 

primera instancia favorable a la parte demandante. 

 

El evitar que la sentencia sea nugatoria, es precisamente la finalidad con 

la cual fueron contempladas las medidas cautelares, y con mayor fuerza 

en los casos de la existencia de un fallo condenatorio en los procesos 

declarativos, pues con éste, se reduce la incertidumbre de la obligación 

que se le endilga a los demandados, por lo que se permite, sin que se 

exija al funcionario judicial que previamente examine la calidad del 

condenado, el cumplimiento en obligaciones anteriores, trayectoria, ni 

capacidad económica, como lo aduce la recurrente. 

  

Al respecto, ha señalado la Corte Constitucional3 que, con dicha 

regulación se protege preventivamente a quien acude a las autoridades 

judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la decisión 

adoptada sea materialmente ejecutada; es decir, que tales medidas buscan 

 
3 Corte Constitucional Sentencia C-379 de 2000 
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asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, porque los fallos 

serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para asegurar sus 

resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho 

controvertido. 

 

De contera que, para el decreto de las medidas de embargo y secuestro 

peticionadas por la parte demandante, sobre bienes denunciados como 

propiedad de la parte demandada, en procesos declarativos donde se 

persiga el pago de perjuicios derivados de responsabilidad civil 

extracontractual, como es el caso que nos ocupa, basta verificar la 

existencia de sentencia favorable a la actora, sin ningún otro requisito. 

 

Ahora, el legislador otorgó al afectado con la medida, la posibilidad de 

impedir el decreto de dicha medida o solicitar su levantamiento, con la 

prestación de caución “por el valor de las pretensiones para garantizar 

el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante o la 

indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla, o 

sustituirla por otras cautelas que ofrezcan suficiente seguridad. 

 

Como colofón de lo analizado, se CONFIRMARÁ la decisión de decretar 

el embargo y secuestro de las cuentas bancarias de la recurrente, 

adoptada en auto del dos de mayo de 2022. 

 

Al tenor de lo establecido en el numeral 1° del artículo 365 del Código 

General del Proceso, se condenará a la codemandada COMPAÑÍA 

MUNDIAL DE SEGUROS S.A., al pago de las costas causadas en esta 

instancia, a favor de la parte demandante. 
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Como agencias en derecho se fijará la suma equivalente a un salario 

mínimo legal mensual vigente, esto es, UN MILLÓN CIENTO 

SESENTA ($1.160.000), en atención a lo establecido en el numeral 7º 

del artículo 5º del Acuerdo PSAA16-10554 de 2016. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E:  

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el decreto de las medidas de embargo y 

secuestro sobre las cuentas bancarias de la codemandada COMPAÑÍA 

MUNDIAL DE SEGUROS S.A., adoptada en auto del dos de mayo de 

2022, por el JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, dentro del presente proceso VERBAL de responsabilidad 

civil extracontractual, instaurado por los señores IVÁN DE JESÚS 

VÉLEZ, GLORIA   PATRICIA RENGIFO TORO, SIRLEY 

MANLLELY VÉLEZ   RENGIFO Y JOHANA MILENA VÉLEZ 

RENGIFO, en contra del señor DELIO DE JESÚS RESTREPO 

RENDÓN, la COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES DE 

CARGA DE VOLQUETEROS “COOVOLQUETEROS” y de la citada 

aseguradora, por las razones esbozadas en la parte motiva de esta 

providencia. 
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SEGUNDO: CONDENAR en costas a la recurrente, codemandada 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., a favor de la parte 

demandante, por haberle resultado desfavorable la apelación formulada. 

 

TERCERO: FIJAR como agencias en derecho la suma equivalente a un 

salario mínimo legal mensual vigente, esto es, UN MILLÓN CIENTO 

SESENTA DE PESOS ($1.160.000). 

 

CUARTO: En firme la presente decisión, devuélvase el expediente 

digital al Juzgado de origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

La Magistrada,  

     

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 
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